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Intervención sobre el nombramiento de un interventor para el Partido del Trabajo

Quiero manifestar mi respaldo total al Proyecto de Acuerdo que se trae a nuestra consideración, creo que es muy oportuno que en esta etapa tan cargada de trabajo, la Unidad Técnica no distraiga sus recursos, su energía en la fiscalización ordinaria, porque hay tiempo suficiente para ello y que se concentre en la elaboración de dictámenes que tienen que ver con las campañas que terminaron hace un par de semanas.

Celebro también la tolerancia del Consejero Presidente para permitir que se diera un debate que no está agendado, pero tiene que ver con una inquietud legítima y creo que la sensibilidad de la conducción para permitir que este debate se dé, hay que reconocerlo porque no era un punto sobre la mesa.

A mí me causa mucha incomodidad, y lo digo con franqueza, que ante una obligación legal que nosotros tenemos, que es designar de inmediato una vez concluidos los cómputos, a un interventor con fines ahora de prevención, no de liquidación, porque en efecto nada está firme y puede cambiar el curso, pero que ante el cumplimiento de la legalidad, siendo uno de los principios rectores a los que estamos obligados, precisamente la legalidad, se nos diga, Guadalupe Acosta, que estamos afectando irreparablemente la equidad.

Quien avanzó en la contrarreforma para llevar al 3 por ciento, son los actores que acordaron esta Ley y limitaron la posibilidad de que fuerzas políticas de menor presencia siguieran en la arena electoral, subieron en 50 por ciento el porcentaje al pasar del 2 a 3 por ciento.

Ustedes, Francisco Gárate, señor Guadalupe Acosta Naranjo así lo dispusieron, está bien que ahora se solidaricen, pero ustedes decidieron cerrar la puerta a la sobrevivencia de opciones, porque con la legislación anterior hasta el Partido Humanista estaría.

Ahora en esta expresión de solidaridad recargan la responsabilidad a esta autoridad por cumplir la Ley que se redactó con el consenso de los partidos políticos, sí quiero dejarlo con toda claridad.

Por supuesto que no es definitivo, por supuesto que el partido político tiene varios lustros, pero no es la antigüedad lo que manda la autoridad. 

Lo he expresado en privado y como suelo decir lo mismo en público y en privado, les externé a los representantes del Partido del Trabajo que amablemente se acercaron a plantear esta legítima inquietud que, en primer lugar, en el Proceso Electoral de Chiapas todas las prerrogativas que la Constitución Política y la Ley les da para participar en condiciones de equidad, no de igualdad, en ningún lado la Constitución Política dice que en las mismas circunstancias porque entonces la parte proporcional de financiamiento no tendría sentido y a todos los partidos políticos habría que darles exactamente el mismo tiempo de televisión y radio, el mismo financiamiento.

La igualdad a la que se hizo referencia no está en la Constitución Política, hay equidad, eso sí. Y esa equidad se acerca a partir de las prerrogativas, tanto a lo que hace al financiamiento público como lo que hace al acceso a radio y televisión. Y eso está totalmente salvaguardado para el Partido del Trabajo e incluso para el Partido Humanista en el Proceso Electoral en Chiapas, al que concurren en tanto son Partidos Políticos Nacionales, porque si se acuerdan una de las innovaciones que son muy importantes de la primera Reforma Política del año 1977 fue permitir que los Partidos Políticos Nacionales participaran en las locales, porque había obstáculos en las entidades para la participación política de distintas opciones.

Eso está salvaguardado y ya lo externaban los compañeros que incluso podría haber transferencias del recurso público nacional a Chiapas para que participen con recursos adicionales a los que les dio la Ley y los votos que obtuvieron en Chiapas en el Proceso

Electoral anterior, para que mejoren sus condiciones de competencia. Eso está salvaguardado. Claro que todo será visto por el interventor que la Ley dispone; y si se llama “liquidación”, es porque así le puso el Legislador. No estamos inventando nosotros la figura ni queriendo dar un trato mercantil a nadie. Estamos aplicando obligaciones.

Si nosotros pospusiéramos esto hasta después de que se pronuncie el Tribunal Electoral, ya no habría prevención. Entraríamos de lleno a la liquidación.

Lo que pasa es que la prevención está en la Ley y nosotros no podemos hacer como que la Ley la borramos y no la aplicamos. Sería una irresponsabilidad.

La verdad es que comparto algunas causas, reivindicaciones y no es una grata sorpresa la situación y menos por tan pocos votos. Quizá tengan oportunidad de refrendar su registro, haciendo ejercicio de sus derechos, acercándose a la ciudadanía, haciendo política, a mí eso me parece bien, hay que verlo, no doy por sentado nada, pero sí solicito que no se culpe a la autoridad de poner en marcha las disposiciones legales; si hubiera sido 3.0001 no estaríamos haciendo lo mismo, pues no, porque es menos de 3 por ciento, así lo pusieron, subieron los requisitos y lo estamos aplicando.

Creo que incluso deberíamos de reflexionar en su momento por las reglas que hay para el acceso al Sistema de Partidos, me parece incluso anticonstitucional que sea cada 6 años, porque un derecho fundamental queda restringido en el tiempo.

Pero ustedes lo pactaron, hagámonos cargo de eso, de quién tiene la responsabilidad de las normas que estamos aplicando, y las normas nosotros las tenemos que aplicar nos gusten o no, no es de contentillo, es de aplicación del principio constitucional de legalidad al que estamos obligados, y es lo que estamos haciendo, aunque no nos guste, pero lo tenemos que hacer.

